
 

 

Conversatorio Jueves 31.03.2022 

Cómo afectará la Convención Constituyente a la industria de la construcción 

Mientras la Convención Constituyente sigue trabajando aceleradamente para presentar en julio un 
borrador de la nueva Constitución de Chile, muchas son las normas que se han discutido y votado. Algunas 
se han aprobado y otras se han rechazado, debiendo regresar estas últimas a sus respectivas comisiones 
para una nueva revisión. 
 
Para conocer qué tanto ciertas normas pueden afectar a la industria de la construcción, la Asociación de 
Constructores Civiles UC, ACCUC, organizó su primer conversatorio del 2022 invitando a Camila Ramos, 
abogada de la Cámara Chilena de la Construcción, CChC, para que entregara un panorama sobre la 
materia. 
 
La jurista abordó las iniciativas o materias específicas que afectan la iniciativa económica y las  
iniciativas o materias específicas en materia de construcción (Vivienda, OO.PP. y Concesiones, y 
Planificación Urbana). 
 
Antes de entrar de lleno en las normas, Camila mencionó el trabajo de información y encuentros que 

realizó la Cámara a lo largo del país, con sus delegaciones regionales, lo que se plasmó durante el 2021 en 

un documento; además mencionó diversos encuentros con algunos constituyentes. También detalló la 

orgánica y funcionamiento de la CC y los pasos que siguen las distintas normas desde las Comisiones hasta 

llegar al Pleno, instancia final en que una norma pasa al borrador de la Constitución si logra los votos 

necesarios. 

➢ Iniciativas o materias específicas que afectan la iniciativa económica. 

Según la abogada, las iniciativas económicas y las expectativas del mercado influyen en el rubro de la 

construcción y en las inversiones del sector. Aseguró que hay desconfianza con lo que pasa en la 

Convención Constitucional y los analistas internacionales están más pendientes de lo que ocurre en la CC 

que en el mismo gobierno. 

Elementos importantes para la actividad económica son las normas del Derecho de propiedad, Derecho 

libre actividad económica, empresas del Estado, Tributos y Medioambiente.  



 

 

 

 

Una norma muy importante es el Derecho de Propiedad. Está aprobada por el pleno, por lo tanto va al 

borrador de la Constitución. No se hace referencia a los bienes incorporales. Entonces queda la duda de 

si los derechos que emanan de un permiso, las concesiones, estarán o no protegidas por el derecho de 

propiedad.  

 

 



 

 

 

Relevante es también la expropiación. Actualmente la normativa constitucional sobre la expropiación  es 

muy amplia, muy detallista; pero según los expertos constitucionalistas es detallista porque nosotros 

tenemos una tendencia histórica a la desprotección del derecho de propiedad y eso ha hecho que se haya 

ido fortaleciendo cada vez más.  

 

El derecho colectivo indígena sobre el territorio fue rechazado, pero con mayoría simple, por lo tanto 

vuelve a la Comisión. Hay que esperar cómo se desarrolla. Aquí, el punto es que puede tratarse de 

territorios privados que ya hayan desarrollado ciertas actividades.  



 

 

 

Las iniciativas en línea punteada se encuentran en comisión, no han sido votadas por el Pleno, pero se ven 

como una amenaza al Derecho de Propiedad. 

Hay dos que se refieren a la función social y ecológica de la propiedad, las cuales entregan más 

fundamentos para poder limitar la propiedad o expropiar.  

También está la polémica iniciativa sobre la nacionalización de las empresas de la minería del cobre, litio 

y oro. En esa se señala expresamente la posibilidad de expropiar, pero aún no ha pasado la comisión (al 

cierre de esta presentación sólo se había aprobado en general).  

La  iniciativa que señala la expropiación de terrenos donde se desarrollan labores forestales, también 

afecta a la industria de la construcción por el uso de materias primas. 

Respecto a la libre actividad económica, se votó el mismo jueves 31 (día de la presentación), aprobándose 

los incisos 1 y 4, en que se reconoce el derecho de todas las personas de desarrollar actividad económica, 

pero con protección de la naturaleza. La naturaleza, según la abogada, está siendo un gran elemento en 

esta Constitución que está limitando los derechos y es más débil de lo que se tiene actualmente. 

Un elemento importante para la libre actividad económica son las empresas del Estado (aún en 

comisión). La abogada Ramos señala que mientras más oportunidades se le da al Estado para generar 

empresas que desarrollen actividad económica, menos posibilidad tienen los privados. Actualmente, para 

que exista una empresa del Estado, debe ser aprobado por ley de quorum calificado, que requiere un 

mayor número de senadores y diputados para obtener su aprobación. Por el contrario, las iniciativas 

permiten que el Estado genere empresas pero con poco quorum y con mayor intervención , pero aún son 

iniciativas que están en comisión.  

 



 

 

 

Limitación a los derechos. Art 9. Restricciones para proteger el medioambiente y la naturaleza. Votado 

en comisión, pone una segunda limitación para desarrollar actividades económicas. 

 

Se aprobó el texto que permite que las regiones puedan generar empresas estatales en la misma región. 

El Gobernador Regional lo propone y la Asamblea Regional lo debe aprobar. También hay otras actividades 

que pueden ser desarrolladas por empresas del estado. Pero eso no se ha votado. 

 



 

 

 

Siguiendo con las regiones autónomas, ya está aprobado por el Pleno que éstas pueden establecer 

contribuciones en la misma región, dentro de los límites que establece la Constitución y la ley. La abogada 

comentó que “como CChC hemos visto qué va a pasar si estos tributos que establezcan en cada región  

van en contra de los tributos que existan nacionalmente. Qué pasa si hay una comuna de una región con 

más ingresos vs otra, van a haber regiones más pobres, cómo vamos a recolectar dinero para toda la 

región. Genera mucha incertidumbre este tema”. 

Camila Ramos llamó también la atención sobre los tribunales tributarios y aduaneros. En este ítem se 

aprobaron tribunales administrativos, lo cual es positivo porque permite reclamar todos los elementos 

que se tengan contra el Estado. Sin embargo, se puso como norma transitoria -que aún no se vota- que  

en el plazo de 2 años de entrada en vigencia de la Constitución, los tribunales tributarios y aduaneros se 

van a fusionar con los administrativos. “Eso no es bueno -dice- porque los temas tributarios son especiales, 

requieren un conocimiento especial  y no sé si un tribunal  administrativo que va a ver normas, materias 

de derecho público, va a conocer en detalle cómo se resuelven los temas tributarios. Es un retroceso en 

términos de justicia tributaria”.  

 

 

Medioambiente: Derecho de la naturaleza. Art 4. Esta norma ya está aprobada, pero en su momento la 

CPC fue a la CC, expuso e hizo estas precisiones que parecen adecuadas, dijo la abogada: 1. Quién es el 

sujeto de derecho (el río, el cisne…), 2. Cómo vas a conciliar el choque de derecho entre persona y 

medioambiente (nosotros también necesitamos generar viviendas, desarrollar infraestructura para mejor 

calidad de vida), 3. Quién va a reclamar por estos derechos, la naturaleza no puede hacerlo. “Como 

ustedes han visto, muchos proyectos se han visto detenidos por procedimientos ambientales. Además, 

hay que preguntarse qué entendemos por existencia y regeneración y cuándo va a proceder?”. 



 

 

 

Está aprobado también una defensoría de la naturaleza y al final sería esta entidad la encargada de 

ejercer acciones, a solicitud de las personas. 

Normas importantes también son: gestión de residuos (le entrega deber al Estado), biodiversidad (se 

consagra que el Estado la protege y hoy existen problemas con los humedales urbanos), y democracia 

ambiental (se reconoce el derecho de participación informada en materias ambientales y los mecanismos 

de participación serán determinados por ley). 

 

Una norma muy importante en Medioambiente es la Consulta a pueblos indígenas.   Explicó Camila 

Ramos  que cuando se desarrollan grandes proyectos se requiere una consulta indígena, en virtud de un 

convenio (169 de la OIT que Chile ya firmó) e implica que quien desarrolle estos proyectos que afecten  

directamente a ciertas pueblos indígenas tiene que realizar un proceso de participación de buena fe, pero 

no es vinculante lo que ellos digan. Sin embargo, acá lo que se requiere es el consentimiento del pueblo 

indígena, por lo tanto lo que dice es que quedas sujeto a derecho a veto por parte del pueblo indígena. 

“Como CChC reconocemos que hay que incluir a las naciones preexistentes, pero no necesariamente su 

opinión tiene que generar la aprobación o rechazo de un proyecto”, indicó. 

➢ Iniciativas o materias específicas en materia de construcción 

En este punto la abogada Camila Ramos reunió Vivienda, Obras Públicas y Concesiones, y Planificación 

Urbana, como temas de preocupación específicos de la construcción. 

Primeramente, puso en contexto la importancia del sector construcción para el país. 

 

 



 

 

 

En una presentación de la CChC ante la CC, se mostró esta lámina sobre la participación de la construcción 

en la economía del país, destacando su aporte del 7% del PIB y la distribución de inversión (33% vivienda 

y 67% infraestructura), porque vivienda puede ser más “popular”, pero infraestructura también resulta 

muy relevante. 

 

Vivienda: la CC ya aprobó en particular el derecho a la vivienda y ahora pasa al Pleno. 



 

 

Destacó la abogada que esta Norma Nr16-4 viene de una iniciativa popular. Consagra que toda persona 

tiene derecho a vivienda digna y adecuada. También establece ciertos estándares y genera obligación o 

deber del Estado asegurar progresivamente, con el máximo de recursos disponibles,  el poder cumplir con 

este derecho. En el punto 3 se destaca que el Estado podrá participar del diseño, construcción, 

rehabilitación, conservación, innovación, y distribución equitativa de la vivienda. En el 4 el Estado se 

obliga a desarrollar todas las acciones necesarias para satisfacer en forma urgente la necesidad de 

vivienda digna a las personas y familias agrupadas en comités de vivienda, cooperativas, en tomas de 

terrenos y campamentos. “Eso es peligroso -indicó la abogada- porque genera que hayan más tomas de 

terreno si se señala que habrá más cuidados  para esas personas en particular. También se específica que 

nadie podrá ser desalojado de su vivienda arbitrariamente”.  

 

El derecho a la vivienda no es algo extremo, señaló Camila, está reconocido en tratados internacionales 

ratificados por Chile y por ese sólo hecho forma parte también de nuestros derechos, según lo indica una 

norma constitucional.  

 

 



 

 

 

La abogada indicó que la posición oficial de la CChC respecto a vivienda es que exista un deber del Estado 

de velar por el acceso universal a la vivienda y a la ciudad. El acceso, más que la vivienda, porque en la 

política habitacional actualmente tiene que adaptarse a las circunstancias. “Estamos también con un 

problema de suelo apto  para poder desarrollar los proyectos de vivienda, lo cual también puede llevarnos 

a que la propiedad de las viviendas tal vez no sea lo óptimo, sino podría ser también un proyecto de 

vivienda  con arriendo a personas que tuvieran este derecho”, explicó. 

Agregó: “Creemos también que no debe tener tanto detalle la Constitución ya que deben ser las leyes y 

las políticas públicas las que vayan desarrollando las mejores alternativas y los estándares para cumplir. 

Nos parecía que el derecho a una vivienda adecuada y con un impacto bajo en medioambiente o impacto 

sustentable podría haber sido una buena norma. No nos parece que se limiten ciertos elementos 

constructivos”. 

Puntualizó que también es importante potenciar la colaboración entre la sociedad civil, la iniciativa 

privada y el Estado. Se necesita conjugar todo esto para enfrentar el desafío existente ante la escasez de 

vivienda. Actualmente cerca de 700 mil personas están en esta situación. 

Hacerlo tan estricto puede llevar a menos flexibilidad para hacer políticas públicas. 

 

Obras Públicas y Concesiones 

 



 

 

 

En esta materia se aprobó la norma en relación a los establecimientos penitenciarios que sólo el Estado 

puede ejecutar y sacó a los privados del desarrollo de estos recintos, con una referencia a concesiones. 

Copsa sacó varios artículos rechazando esta normativa.  

Otra norma que se aprobó es más jurídica, pero igualmente importante. Uno de los grandes elementos 

que generó una gran inversión extranjera fue la certeza jurídica y la seguridad jurídica que entregan las 

concesiones y un aspecto de esto es que los conflictos se resuelven por justicia arbitral, es decir, no justicia 

ordinaria.  Pero ahora se negó que estos asuntos sean sometidos a arbitraje.  

 



 

 

También se aprobó el Derecho a propiedad como aparece en la lámina, pero surgen dudas de si los bienes 

incorporales, los derechos que emanan de la concesión, el derecho de concesión, va a tener una 

protección. 

El abogado Fermandois dijo que normas como esta desincentivan las concesiones. Genera más incerteza 

jurídica  y menos expectativas de los inversionistas a realizar estos tipos de proyectos. 

 

Planificación Urbana (Ciudad) 

A continuación, normas que son importantes en este ítem: 

 

Ya se entregaron potestades a las regiones y comunas autónomas para que desarrollen sus proyectos de 

planificación territorial y actualmente están en discusión normas asociadas al derecho a la ciudad y a velar 

por una planificación de espacios urbanos y rurales que representan la vida rural y campesina de Chile. 

Comentarios: 

Al finalizar la presentación, surgió la duda en relación a materiales importados y qué pasará con aquellos 

productos que no cumplan con derechos de la naturaleza? En otros países estos temas se han visto en 

controversias de inversión. 

 


